
2) Condenar en costas a Villeroy & Boch Belgium SA.

(1) DO C 45 de 15.2.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 26 de enero de 2017 — Villeroy & Boch/Comisión 
Europea

(Asunto C-644/13 P) (1)

(Recurso de casación — Competencia — Prácticas colusorias — Mercados belga, alemán, francés, italiano, 
neerlandés y austriaco de los productos y accesorios para cuartos de baño — Decisión por la que se declara 

la existencia de una infracción del artículo 101 TFUE y del artículo 53 del Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo — Coordinación de los precios e intercambio de información comercial sensible — 

Infracción única — Prueba — Multas — Competencia jurisdiccional plena — Plazo razonable — 
Proporcionalidad)

(2017/C 104/15)

Lengua de procedimiento: francés

Partes

Recurrente: Villeroy & Boch SAS (representante: J. Philippe, avocat)

Otra parte en el procedimiento: Comisión Europea (representantes: F. Castillo de la Torre, L. Malferrari y F. Ronkes Agerbeek, 
agentes)

Fallo

1) Desestimar el recurso de casación.

2) Condenar en costas a Villeroy & Boch SAS.

(1) DO C 45 de 15.2.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 26 de enero de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Juzgado de Primera Instancia n.o 2 de Santander) — Banco Primus, S.A./ 

Jesús Gutiérrez García

(Asunto C-421/14) (1)

(Procedimiento prejudicial — Directiva 93/13/CEE — Contratos celebrados entre profesionales y 
consumidores — Cláusulas abusivas — Contratos de préstamo hipotecario — Procedimiento de ejecución 
de un bien hipotecado — Plazo de preclusión — Función de los tribunales nacionales — Fuerza de cosa 

juzgada)

(2017/C 104/16)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Juzgado de Primera Instancia n.o 2 de Santander

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Banco Primus, S.A.

Demandada: Jesús Gutiérrez García

3.4.2017 ES Diario Oficial de la Unión Europea C 104/9



Fallo

1) Los artículos 6 y 7 de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una disposición de Derecho nacional, como la 
disposición transitoria cuarta de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de deuda y alquiler social, que supedita el ejercicio por parte de los consumidores, frente a los cuales se ha iniciado un 
procedimiento de ejecución hipotecaria que no ha concluido antes de la entrada en vigor de la Ley de la que forma parte esa 
disposición, de su derecho a formular oposición a este procedimiento de ejecución basándose en el carácter supuestamente abusivo de 
cláusulas contractuales, a la observancia de un plazo preclusivo de un mes, computado a partir del día siguiente al de la publicación de 
esa Ley.

2) La Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una norma nacional, como la que resulta del artículo 207 
de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, modificada por la Ley 1/2013 y posteriormente por el Real Decreto-ley 7/ 
2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la 
innovación, y por el Real Decreto-ley 11/2014, de 5 de septiembre, de medidas urgentes en materia concursal, que impide al juez 
nacional realizar de oficio un nuevo examen del carácter abusivo de las cláusulas de un contrato cuando ya existe un pronunciamiento 
sobre la legalidad del conjunto de las cláusulas de ese contrato a la luz de la citada Directiva mediante una resolución con fuerza de 
cosa juzgada.

Por el contrario, en caso de que existan una o varias cláusulas contractuales cuyo eventual carácter abusivo no ha sido aún examinado 
en un anterior control judicial del contrato controvertido concluido con la adopción de una resolución con fuerza de cosa juzgada, la 
Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que el juez nacional, ante el cual el consumidor ha formulado, cumpliendo lo 
exigido por la norma, un incidente de oposición, está obligado a apreciar, a instancia de las partes o de oficio, cuando disponga de los 
elementos de hecho y de Derecho necesarios para ello, el eventual carácter abusivo de esas cláusulas.

3) El artículo 3, apartado 1, y el artículo 4 de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el sentido de que:

— El examen del eventual carácter abusivo de una cláusula de un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor implica 
determinar si ésta causa en detrimento del consumidor un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones de las partes 
del contrato. Este examen debe realizarse teniendo en cuenta las normas nacionales aplicables cuando no exista acuerdo entre las 
partes, los medios de que dispone el consumidor en virtud de la normativa nacional para hacer que cese el uso de ese tipo de 
cláusulas, la naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato en cuestión, y todas las circunstancias que concurran en su 
celebración.

— En caso de que el órgano jurisdiccional remitente considere que una cláusula contractual relativa al modo de cálculo de los 
intereses ordinarios, como la controvertida en el litigio principal, no está redactada de manera clara y comprensible a efectos del 
artículo 4, apartado 2, de la citada Directiva, le incumbe examinar si tal cláusula es abusiva en el sentido del artículo 3, 
apartado 1, de esa misma Directiva. En el marco de este examen, el órgano jurisdiccional remitente deberá, en particular, 
comparar el modo de cálculo del tipo de los intereses ordinarios previsto por esa cláusula y el tipo efectivo resultante con los modos 
de cálculo generalmente aplicados y el tipo legal de interés, así como con los tipos de interés aplicados en el mercado en la fecha en 
que se celebró el contrato controvertido en el litigio principal en relación con un préstamo de un importe y una duración 
equivalentes a los del contrato de préstamo considerado.

— Por lo que se refiere a la apreciación por parte de un tribunal nacional del eventual carácter abusivo de una cláusula relativa al 
vencimiento anticipado por incumplimientos de las obligaciones del deudor durante un período limitado, incumbe a ese tribunal 
nacional examinar, en particular, si la facultad que se concede al profesional de declarar el vencimiento anticipado de la totalidad 
del préstamo está supeditada al incumplimiento por parte del consumidor de una obligación que revista carácter esencial en el 
marco de la relación contractual de que se trate, si esa facultad está prevista para los casos en los que tal incumplimiento tiene 
carácter suficientemente grave en relación con la duración y la cuantía del préstamo, si dicha facultad constituye una excepción con 
respecto a las normas generales aplicables en la materia en ausencia de estipulaciones contractuales específicas y si el Derecho 
nacional prevé medios adecuados y eficaces que permitan al consumidor sujeto a la aplicación de esa cláusula poner remedio a los 
efectos del vencimiento anticipado del préstamo.
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4) La Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una interpretación jurisprudencial de una disposición de 
Derecho nacional relativa a las cláusulas de vencimiento anticipado de los contratos de préstamo, como el artículo 693, apartado 2, 
de la Ley 1/2000, modificada por el Real Decreto-ley 7/2013, que prohíbe al juez nacional que ha constatado el carácter abusivo de 
una cláusula contractual de ese tipo declarar su nulidad y dejarla sin aplicar cuando, en la práctica, el profesional no la ha aplicado, 
sino que ha observado los requisitos establecidos por la disposición de Derecho nacional.

(1) DO C 421 de 24.11.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 9 de febrero de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por la Supreme Court — Irlanda) — M/Minister for Justice and Equality, Ireland, 

Attorney General

(Asunto C-560/14) (1)

(Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, seguridad y justicia — Directiva 2004/83/CE — 
Normas mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros 

países o apátridas como refugiados — Solicitud de protección subsidiaria — Regularidad del 
procedimiento nacional de examen de una solicitud de protección subsidiaria presentada tras la denegación 
de una solicitud de concesión del estatuto de refugiado — Derecho a ser oído — Alcance — Derecho a una 

audiencia oral — Derecho a designar y a repreguntar a testigos)

(2017/C 104/17)

Lengua de procedimiento: inglés

Órgano jurisdiccional remitente

Supreme Court

Partes en el procedimiento principal

Demandante: M

Demandadas: Minister for Justice and Equality, Ireland, Attorney General

Fallo

El derecho a ser oído, tal como se aplica en el marco de la Directiva 2004/83/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004, por la que se 
establecen normas mínimas relativas a los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como 
refugiados o personas que necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido de la protección concedida, no exige en principio 
que, cuando una normativa nacional como la controvertida en el litigio principal establece sendos procedimientos distintos y sucesivos 
para examinar la solicitud que tiene por objeto la obtención del estatuto de refugiado y la solicitud de protección subsidiaria, el solicitante 
de protección subsidiaria tenga derecho a una audiencia oral relativa a su solicitud ni a designar o a repreguntar a testigos con ocasión de 
dicha audiencia.

No obstante, deberá celebrarse una audiencia oral cuando concurran circunstancias concretas, relativas a los elementos de que dispone la 
autoridad competente o a la situación personal o general en la que se inscribe la solicitud de protección subsidiaria, que la hagan 
necesaria para examinar dicha solicitud con pleno conocimiento de causa, extremo que incumbe comprobar al órgano jurisdiccional 
remitente. 

(1) DO C 81 de 9.3.2015.
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